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tiempo de guerra (Convenio IV)
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Convenios Internacionales destinados a proteger a las víctimas de la guerra, celebrada en
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Título I: Disposiciones generales

Artículo 3 (común a las cuatro Convenios de Ginebra de 1949)

En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de
una de las Altas Partes Contratantes cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación
de aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones:
1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de
las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate
por enfermedad, herida, detención o por cualquier otra causa, serán, en todas las
circunstancias, tratadas con humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable basada
en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier
otro criterio análogo.
A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas
arriba mencionadas:
a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el homicidio en todas
sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios;
b) la toma de rehenes;
c) los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y
degradantes;
d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítimamente
constituido, con garantías judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos
civilizados.
2) Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos.
Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional de la Cruz Roja,
podrá ofrecer sus servicios a las Partes en conflicto.
Además, las Partes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, mediante acuerdos
especiales, la totalidad o parte de las otras disposiciones del presente Convenio.
La aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de
las Partes en conflicto.



Título III: Estatuto y trato de las personas protegidas

Sección II: Extranjeros en el territorio de una parte en conflicto

Artículo 35

Toda persona protegida que desee salir del territorio al comienzo o en el transcurso de un
conflicto, tendrá derecho a hacerlo, a no ser que su salida redunde en perjuicio de los
intereses nacionales del Estado. La decisión sobre su salida se tomará según un
procedimiento legítimo y deberá tener lugar lo más rápidamente posible. Una vez autorizada
a salir del territorio, podrá disponer del dinero necesario para el viaje y llevar consigo un
volumen razonable de efectos y de objetos de uso personal.
Las personas a quienes se niegue el permiso para salir del territorio tendrán derecho a que un
tribunal o un consejo administrativo competente, instituido con esta finalidad por la Potencia
detenedora, considere de nuevo la negativa en el más breve plazo posible.
Previa solicitud, representantes de la Potencia protectora podrán obtener, a no ser que a ello
se opongan motivos de seguridad o que los interesados presenten objeciones, una explicación
de las razones por las que se ha denegado a personas solicitantes la autorización para salir del
territorio, así como, lo más rápidamente posible, una relación de los nombres de quienes se
encuentren en ese caso.

Artículo 36

Las salidas autorizadas de conformidad con el artículo anterior se efectuarán en satisfactorias
condiciones de seguridad, de higiene, de salubridad y de alimentación. Todos los gastos, a
partir de la salida del territorio de la Potencia detenedora, correrán por cuenta del país de
destino o, en caso de estancia en país neutral, por cuenta de la Potencia de la que los
beneficiarios sean súbditos. Las modalidades prácticas de estos desplazamientos serán
estipuladas, en caso necesario, mediante acuerdos especiales entre las Potencias interesadas.
Todo esto sin perjuicio de los acuerdos especiales que tal vez hayan concertado las Partes en
conflicto sobre el canje y la repatriación de sus súbditos caídos en poder del enemigo.

Artículo 37

Las personas protegidas que estén en detención preventiva o cumpliendo un castigo de
privación de libertad serán tratadas, durante su detención, con humanidad.
Podrán, al ser puestas en libertad, solicitar su salida del territorio, de conformidad con los
artículos anteriores.

Artículo 44

Tomando las medidas de control previstas en el presente Convenio, la Potencia detenedora
no tratará como extranjeros enemigos, exclusivamente a causa de su pertenencia jurídica a un
Estado enemigo, a los refugiados que, de hecho, no disfruten de la protección de ningún
Gobierno.



Artículo 45

Las personas protegidas no podrán ser transferidas a una Potencia que no sea parte en el
Convenio.
Esta disposición no será obstáculo para la repatriación de las personas protegidas o para su
regreso al país de su domicilio después de finalizadas las hostilidades.
Las personas protegidas no podrán ser transferidas por la Potencia detenedora a una Potencia
que sea Parte en el Convenio sino después de que la primera se haya cerciorado de que la
Potencia de que se trata desea y puede aplicar el Convenio. Cuando las personas protegidas
sean así transferidas, la responsabilidad de la aplicación del presente Convenio incumbirá a la
Potencia que haya aceptado acogerlas durante el tiempo que le sean confiadas. Sin embargo,
en caso de que esta Potencia no aplique, en todos sus puntos importantes, las disposiciones
del Convenio, la Potencia por la cual las personas protegidas hayan sido transferidas deberá,
tras una notificación de la Potencia protectora, tomar medidas eficaces para remediar la
situación o solicitar que las personas protegidas le sean devueltas. Se satisfará tal solicitud.
En ningún caso se podrá transferir a una persona protegida a un país donde pueda temer
persecuciones a causa de sus opiniones políticas o religiosas.
Las disposiciones de este artículo no se oponen a la extradición, en virtud de los
correspondientes tratados concertados antes del comienzo de las hostilidades, de personas
protegidas acusadas de crímenes de derecho común.

Sección III: Territorios ocupados

Artículo 48

Las personas protegidas que no sean súbditas de la Potencia cuyo territorio esté ocupado,
podrán valerse del derecho a salir del territorio en las condiciones previstas en el artículo 35,
y las decisiones se tomarán según el procedimiento que la Potencia ocupante debe instituir de
conformidad con dicho artículo.

Artículo 49

Los traslados en masa o individuales, de índole forzosa, así como las deportaciones de
personas protegidas del territorio ocupado al territorio de la Potencia ocupante o al de
cualquier otro país, ocupado o no, están prohibidos, sea cual fuere el motivo.
Sin embargo, la Potencia ocupante podrá efectuar la evacuación total o parcial de una
determinada región ocupada, si así lo requieren la seguridad de la población o imperiosas
razones militares. Las evacuaciones no podrán implicar el desplazamiento de personas
protegidas más que en el interior del territorio ocupado, excepto en casos de imposibilidad
material. La población así evacuada será devuelta a sus hogares tan pronto como hayan
cesado las hostilidades en ese sector.
La Potencia ocupante deberá actuar, al efectuar tales traslados o evacuaciones, de modo que,
en la medida de lo posible, las personas protegidas sean acogidas en instalaciones adecuadas,
que los desplazamientos se lleven a cabo en satisfactorias condiciones de salubridad, de
higiene, de seguridad y de alimentación, y que no se separe, unos de otros, a los miembros de
una misma familia.
Se informará a la Potencia protectora acerca de los traslados y de las evacuaciones tan pronto
como tengan lugar.



La Potencia ocupante no podrá retener a las personas protegidas en una región
particularmente expuesta a los peligros de guerra, a no ser que la seguridad de la población o
imperiosas razones militares así lo requieran.
La Potencia ocupante no podrá efectuar la evacuación o el traslado de una parte de la propia
población civil al territorio por ella ocupado.

Sección IV: Normas relativas al trato debido a los internados

Capítulo X

Traslado de los internados

Artículo 127

El traslado de los internados se efectuará siempre con humanidad, en general por vía férrea o
en otros medios de transporte y en condiciones por lo menos iguales a aquellas de las que se
beneficien para sus desplazamientos las tropas de la Potencia detenedora. Si,
excepcionalmente, han de hacerse traslados a pie, no podrán realizarse más que cuando el
estado físico de los internados lo permita y no deberán, en ningún caso, imponérseles fatigas
excesivas.
La Potencia detenedora proporcionará a los internados, durante el traslado, agua potable y
alimentos en cantidad, calidad y variedad suficientes para mantenerlos en buen estado de
salud, así como ropa, alojamiento conveniente y la asistencia médica necesaria. Tomará las
oportunas medidas de precaución para garantizar su seguridad durante el traslado y hará,
antes de su salida, la lista completa de los internados trasladados.
Los internados enfermos, heridos o inválidos, así como las parturientas, no serán trasladados
mientras su estado de salud corra peligro a causa del viaje, a no ser que lo requiera
imperativamente su seguridad.
Si el frente se aproxima a un lugar de internamiento, los internados no serán trasladados, a no
ser que su traslado pueda efectuarse en suficientes condiciones de seguridad, o en caso de
que corran más peligro permaneciendo donde están que siendo trasladados.
La Potencia detenedora habrá de tener en cuenta, al decidir el traslado de los internados, los
intereses de éstos, con miras, especialmente, a no aumentar las dificultades de la repatriación
o del regreso al lugar de su domicilio.

Capítulo XII

Liberación, repatriación y hospitalización en país neutral

Artículo 132

Toda persona internada será puesta en libertad por la Potencia detenedora tan pronto como
desaparezcan los motivos de su internamiento.
Además, las Partes en conflicto harán lo posible por concertar, durante las hostilidades,
acuerdos con miras a la liberación, la repatriación, el regreso al lugar de domicilio o de
hospitalización en país neutral de ciertas categorías de internados y, en particular, niños,
mujeres encintas y madres lactantes o con hijos de corta edad, heridos y enfermos o
internados que hayan estado mucho tiempo en cautiverio.



Artículo 134

Al término de las hostilidades o de la ocupación, las Altas Partes Contratantes harán lo
posible por garantizar a todos los internados el regreso al lugar de su residencia anterior, o
por facilitar su repatriación.

Título IV

Aplicación del Convenio

Sección I

Disposiciones generales

Artículo 146

Las Altas Partes Contratantes se comprometen a tomar todas las oportunas medidas
legislativas para determinar las adecuadas sanciones penales que se han de aplicar a las
personas que hayan cometido, o dado orden de cometer, una cualquiera de las infracciones
graves contra el presente Convenio definidas en el artículo siguiente.
Cada una de las Partes Contratantes tendrá la obligación de buscar a las personas acusadas de
haber cometido, u ordenado cometer, una cualquiera de las infracciones graves, y deberá
hacerlas comparecer ante los propios tribunales, sea cual fuere su nacionalidad. Podrá
también, si lo prefiere, y según las condiciones previstas en la propia legislación, entregarlas
para que sean juzgadas por otra Parte Contratante interesada, si ésta ha formulado contra ella
cargos suficientes.
Cada Parte Contratante tomará las oportunas medidas para que cesen, aparte de las
infracciones graves definidas en el artículo siguiente, los actos contrarios a las disposiciones
del presente Convenio.
Los inculpados se beneficiarán, en todas las circunstancias, de garantías de procedimiento y
de libre defensa, que no podrán ser inferiores a las previstas en los artículos 105 y siguientes
del Convenio de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo al trato debido a los prisioneros de
guerra.

Artículo 147

Las infracciones graves a las que se refiere el artículo anterior son las que implican uno
cualquiera de los actos siguientes, si se cometen contra personas o bienes protegidos por el
Convenio: el homicidio intencional, la tortura o los tratos inhumanos, incluidos los
experimentos biológicos, el hecho de causar deliberadamente grandes sufrimientos o de
atentar gravemente contra la integridad física o la salud, la deportación o el traslado ilegal, la
detención ilegal, el hecho de forzar a una persona protegida a servir en las fuerzas armadas
de la Potencia enemiga, o el hecho de privarla de su derecho a ser juzgada legítima e
imparcialmente según las prescripciones del presente Convenio, la toma de rehenes, la
destrucción y la apropiación de bienes no justificadas por necesidades militares y realizadas a
gran escala de modo ilícito y arbitrario.


